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Tendencias de política económica y política educativa 
en los planes de desarrollo 1990-20041 

Benjamín Afanador Vargas* 

RESUMEN 

Esle ensayo pre tende establecer las bases para un 

análisis de posible coordinación y coherencia entre 

políticas educativas y macroeconómicas en Colom­

bia a partir de 1990 hasta 2005, bajo un enfoque 

que permita conectar el juego po lítico con el proce­

so ele decisiones ele Estado en un área de alta sensi­

bilidad por lo social como lo es la educación . Se 

pretende superar la metodología regida por la pla­

nificación o la decisión omnímoda del dictador be­

nevolente. Por lanto, se examinan las bases de la 

economía política que orientan la po l ítica 

macroeconómica colombiana, la definición de la 

política educativa, se muestran algunos resultados; 

y f'inalmente, se examina el marco de planeación en 

el cual se inscribe la política educativa colombiana. 

Palabras clave: política económica, política educa­

tiva y coherencia de política. 

TENDENCIES IN ECONOMIC AND 

EDUCATION POLICIES IN THE 1990-
2004 DEVELOPMENT PLANS 

ABSTRACT 

This essay a ltempts to establisb Lhe bases lo analyze 

a possible coordination and coherence belween 

macroeconomic and educalion policies in Colom­

bia from 1990 lo 2005, following an approach lo 

connecl Lhe political game wilh Lhe process of State 

decision-making in a social area like education. It 

intends lo overcome Lhe methodology ruled by Lhe 

absolule decision or planning of Lhe benevolent 

clictator. Therefore, the foundalions of political 

l)Conomics that guide Lhe Colombian macroeconomic 

policies, lhe definilion of eclucalion policy are 

examined and some outcomes relaled to il are 

shown. Finally Lhe planning framework of the 

Co lombian eclucation policy is s Luc!ied. 
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política! coherence. 
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INTRODUCCIÓN 

Se ha denominado «Tendencias de política econó­

mica y política educativa en los planes de desarro­

llo 1990-2004>>, al primer avance del proyecto de 

investigación «Política educativa y política fiscal: una 

evaluación de coherencia de políticas y su aporte al 

desarrollo humano en Colombia, 1990-2004», bajo 

mi responsabilidad en la Facultad de Economía de 

la universidad de La Salle . 

Este informe , constituye un estudio preliminar so­

bre los fundamentos que han servido de base para 

la adopción de la política económica y social co­

lombiana a partir de la coyuntura de 1990. Dicho 

momento histórico para nuestro objeto de investi­

gación, tiene una doble implicación: en el contexto 

externo, es a partir de esle momento en que se ex­

perimenta con mayor profundidad la influencia de 

los procesos de globalización, a nivel mundial, y de 

las llamadas reformas estructurales en América La­

tina; en el escenario interno, la Constitución de 1991 

marca una serie de cambios institucionales, repre­

sentativos de fuerzas políticas y sociales diversas, 

que sugieren la necesidad de analizar con 

detenimiento sus posibilidades y limitaciones para 

el progreso social, como es el caso, en materia edu­

cativa, de los Artículos 67 a 72 y sus desarrollos 

mediante la Ley 30 de 1992, y la Ley 115 o Ley 

General de Educación, que han animado la discu­

sión sobre la relación entre Estado y educación en 

los últimos años. Se busca entonces, identificar las 

bases en que se ha venido anclando la política eco­

nómica y su compatibilidad o rivalidad con los pro­

pósitos y políticas sociales, concretamente en mate­

ria educativa. 

En consecuencia, en el primer punto, bajo la deno­

minación economía política y políticas públicas, se 

presenta una aproximación a la necesidad de esta­

blecer una relación de causalidad entre institucio-
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nes para lograr una explicación del juego político 

en la loma de decisiones entre política económica y 

política educativa, lo cual ayudará en la compren­

sión de las posibilidades o no de establecer políti­

cas coherentes y coordinadas entre las esferas de lo 

predominantemente económico y lo social , esferas 

que tradicionalmente se han visto como divorcia­

das por naturaleza , pero cuya compatibilidad se re­

clama, por autorizados analistas , como necesaria en 

estos momentos (Ocampo , 2005). Esta orientación 

será particularmente útil en la fase subsiguiente de 

esla investigación. 

El punto dos de esle informe , aborda los criterios 

generales que han predominado en la adopción de 

la política económica, especialmente relacionados 

con la globalización y apertura económica y el mar­

gen de maniobra de la autoridad nacional en la ela­

boración e implementación de la política 

macroeconómica. Este acápite es especialmente re­

levante para la ubicación de nuestra investigación, 

dada la discusión entre quienes opinan que en la 

globalización es prácticamente inexistente la auto­

nomía de los gobiernos nacionales y otros que pre­

fieren pensar, por el contrario, como si aún nues­

tras economías tuvieran la misma discrecionalidad 

de las economías cerradas. Como complemento del 

anterior, el punto tres , se orienta a examinar el com­

portamiento del gasto social en Colombia para el 

periodo 1990- 2004, tanto a nivel nacional como 

territorial, para derivar finalmente en su comporta­

miento sectorial, punto en el cual hace puente con 

el punto cuarto, de este informe en que se presenta 

en una forma, preliminar, pero documentada, la ten­

dencia en la orientación de la política educativa y 

algunas características de los resullados alcanzados 

en esta materia en el periodo estudiado. 

El punto quinto, se dedica a describir el contexto 

de los planes de desarrollo que sirve de nicho a la 

decisión de la política educativa, y obviamente, a la 



política pública en general. Este que será el escena­

rio fundamental, para los siguientes tramos de esta 

investigación, en que se analizará la coherencia, 

coordinación, encuentros y desencuentros de los 

principales actores de la economía, la política y la 

educación. El tema es presentado aquí en forma tal 

que pueda orientar la comprensión de las rupturas 

y continuidades en propósitos y asignación de re­

cursos, que aparecen en los puntos anteriores como 

saltos de una a otra administración o afinidades, 

acaso fortuitos o caprichosos. El aporte principal 

que esperamos lograr con la presentación de este 

tema, es la ubicación de los intereses y los grupos 

de poder que se han movido detrás de cada progra­

ma y definición de política educativa y su relación 

con otros centros de poder nacionales y externos. 

EcONOMÍA POLÍTICA V POLÍTICAS 
PÚBLICAS 

La importancia de iniciar un estudio sobre las polí­

ticas educativas y su coherencia con las políticas 

macroeconómicas, como la política fiscal, revisan­

do los aportes de la economía política, radica en 

que la economía política permite establecer una re­

lación de causalidad entre instituciones, el diseño 

de políticas y desempeño económico de un país. 

En otras palabras, la novedad del enfoque consiste 

en el intento por conectar la política o el juego polí­

tico con el proceso de toma de decisiones, con lo 

cual se supera el enfoque tecnocrático tradicional o 

de esquemas tutelados de planeación. 

Desde las ciencias políticas se ha elaborado una 

amplia y fecunda literatura que permite analizar los 

efectos de distintos arreglos institucionales sobre 

los resultados de política, entendidos como el pro­

ducto de intercambios y negociaciones entre acto­

res políticos en el proceso de toma de decisiones 

(Tenjo, 2006). Estos actores se caracterizan por que 

responden a incentivos, mantienen preferencias, 

afrontan restricciones y manejan expectativas res-
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pecto a los comportamientos y decisiones de otros 

actores. De este juego estratégico, que incluye insti­

tuciones políticas y reglas de juego, surgen las polí­

ticas con sus particularidades de calidad, eficiencia 

y el grado en que se orientan a promover el bien 

común. De la calidad y pertinencia de estas políti­

cas depende en alto grado el mayor o menor éxito 

en la búsqueda del desarrollo de los países 

(Acemoglu, 2005) . 

Estas preocupaciones por la calidad y pertinencia 

de las políticas, los procesos de decisión y los mar­

cos institucionales en que estas se adoptan y ope­

ran, es relativamente nuevo y obedece a la necesi­

dad de reflexionar sobre los fracasos de las políti­

cas que se impartieron en el pasado, especialmente 

para los países en desarrollo, como recetas, sin la 

necesaria validación política y que tampoco alcan­

zaron los resultados esperados, abandonando en 

forma prematura las reformas o acusando fobia y 

fatiga por las políticas auspiciadas por organismos 

multilaterales como ocurre en Latinoamérica respecto 

a las políticas impulsadas desde finales de la déca­

da de los 80. 

Para los fines de la presente investigación, es nece­

sario aclarar que es de interés tomar en cuenta en 

primer lugar, tanto el efecto de las instituciones 

políticas como el de las instituciones económicas , y 

en segundo término, que si bien es cierto el proceso 

de decisiones de política es muy importante para la 

sustentabilidad de las reformas, el mismo no debe 

perder de vista el contenido y calidad de las políti­

ca. Se ha demostrado, (Cárdenas; Junguito y Pachón, 

2005) que trabajando con dos tipos de institucio­

nes, como son las reglas electorales de los países y 

sus formas de gobierno, se pueden derivar impor­

tantes resultados en términos de política fiscal (ta­

maño y composición del gasto público), extracción 

de rentas y políticas estructurales que promueven 

el desarrollo. En posterior avance de esta investiga­

ción, se volverá sobre este tema. 

Tendencias de política económica y política educativa en los planes de desarrollo 1990-2004 1 35 
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Buscando aplicaciones del enfoque institucional al 

caso colombiano, Tenjo cita a Robinson (2005), cuyo 

modelo presenta las instituciones políticas y eco­

nómicas derivadas de la época colonial, mostrando 

cierta persistencia en el tiempo, tendencia que se 

sustenta en un equilibrio en el balance del poder 

político de la sociedad. Este poder se mantiene gra­

cias a mecanismos distributivos y de control social. 

Los dos mecanismos distributivos, altamente 

ineficientes, son el clientelismo y el populismo; el 

clientelismo ha sido relativamente más eficiente en 

Colombia gracias al sistema de dos partidos y a la 

capacidad de los grupos dominantes de mantener 

el control político. El periodo del Frente Nacional, 

además de contribuir al desvío de recursos, propi­

ció políticas que poco aportaron al crecimiento eco­

nómico y menos a una mejor distribución del in­

greso (Tenjo, 2005). La constitución de 1991, avan­

za poco en el desmonte de los problemas 

institucionales y al contrario se constitucionalizan 

varios defectos clientelistas heredados, como la ten­

dencia a elevar a la categoría de ley la protección de 

sus intereses particulares o a norma constitucional 

la provisión de bienes que más contribuyen al bien­

estar de grupos sociales. Es bueno recordar las re­

comendaciones de Basley (2005) sobre la necesidad 

de que un país cuente no solo con una constitución 

procedimental con las reglas que definen el funcio­

namiento de las instituciones democráticas, sino 

también con una constitución fiscal, con las restric­

ciones sobre las decisiones de política. 

TENDENCIAS DE LA POLÍTICA 
ECONÓMICA EN LA GLOBALIZACIÓN 

El incremento de la eficiencia productiva en am­

biente competitivo es una resultante del proceso 

reciente de globalización. Para que la competencia 

se traduzca en bondades para el desarrollo, es nece­

sario que se cumplan algunas condiciones, tales 

como establecer controles sobre el impacto que la 
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inserción en los mercados internacionales de bie­

nes, servicios y capitales, pueden ejercer sobre la 

estabilidad económica y sobre el crecimiento de la 

economía nacional. Esto explica la importancia de 

identificar instrumentos que potencien los efectos 

positivos y mitiguen los negativos ele la apertura 

económica, impulsada por el proceso reciente ele la 

globalización. 

Estas consideraciones ayudan a entender como en 

la economía colombiana pasa de altos niveles de 

intervención y regulación en los años 80 a la 

desregulación y apertura de los 90 y sus consecuen­

cias para el desempeño de la economía nacional. Si 

se observa la Tabla 1, encontramos que en una dé­

cada, la economía colombiana pasa de una tenden­

cia de crecimiento moderado y estable a un quin­

quenio de crecimiento alto pero acompaüado de alta 

volatilidad macroeconómica, que finalmente condu­

jo a la más aguda recesión en la historia reciente del 

país, entre los aii.os 1999 y 2000. De esta lectura se 

colige que la política económica fue laxa, y la movi­

lidad del capital junto con los incrementos de la 

demanda, ocasionaron fuertes desequilibrios fueron 

superiores a la capacidad de la economía para ab­

sorber estos choques macroeconómicos, que a su 

vez rebasaron la capacidad de maniobra de las auto­

ridades económicas, recayendo en la crisis con que 

la economía colombiana cerro el siglo XX. 

En opinión de destacados analistas (Florez et al., 

2005), la década de los 80 se caracterizó por un cre­

cimiento moderado en un contexto de estabilidad 

macroeconómica y gradualismo en la aplicación de 

políticas. En promedio el crecimiento estuvo alre­

dedor del 4%; el desempleo fue del 10,6%, y la 

inflación promedió un 23,3%, a lo largo de la déca­

da. Este comportamiento se mantuvo dentro ele un 

clima de equilibrio externo y fiscal, favoreció un creci­

miento balanceado con uno ele los más altos niveles 

ele inversión cercanos al 19%, en promedio. 



Revista Equidad y Desarrollo N" 61 julio- di ciembre 2006 

TABLA 1. EVOLUCIÓN VARIABLES MACROECONÓMICAS. 

Variable 1980-1989 1990-1999 2000-2005 1980-1999 
Crecimiento PIB 4,0 2,9 3,0 1,5 
Tasa interés real 16 15,2 9,9 4,9 
Variación ITCR 4,0 0,0 1,4 7,9 

Fuente: Banco de la República, DANE y Contraloría General de la República. 

La década de los 90 inició con una serie de cam­

bios estructurales basados en la estrategia de aper­

tura económica, que a su vez implicó la adecuación 

institucional, con cambios tan profundos en la eco­

nomía, como la flexibilización laboral, independen­

cia del Banco de la República, apertura de la cuenta 

de capitales y comercial, reforma financiera propi­

ciando su profundización, etc. En este ambiente de 

política económica, la prioridad se estableció para 

el ingreso de recursos externos, crecimiento acele­

rado del crédito , y auge de la inversión, especial­

mente extranjera, con las privatizaciones de las 

empresas públicas, modernización y competitividad 

del sistema productivo. Sin embargo, es te entusias­

mo aperturista y modernizador no fue exitoso dado 

que la reducción del desempleo y el crecimiento 

del consumo se soportaron en factores transitorios 

y a finales de los años 90, se hizo evidente la crisis 

de la economía de los hogares , revirtiendo sus ba­

lances negativos y pérdidas patrimoniales a los in­

termediarios financieros y por esta vía a toda la eco­

nomía. 

El fenómeno recesivo de finales de los 90 ocasionó 

un fuerte desequilibrio fiscal y externo que obligó 

la adopción de medidas de política restrictivas de 

gasto público, pero también de medidas que afecta­

ron el consumo privado y el crecimiento de media­

no plazo de la economía. Esto puede en tenderse si 

se considera que la insuficiencia de ahorro interno 

y la salida de capitales, propiciados por la crisis 

misma, frenaron la inversión y el consumo priva-

dos, cayó el crédito , se restringió el acceso a recur­

sos externos y como consecuencia lógica las firmas 

y los hogares frenaron la dinámica de demanda que 

había sido característica en la primera mitad de esta 

década. 

Con estos antecedentes es fácil suponer que el inte­

rés de los polícy-makers no estuvo justamente en 

las consideraciones del gasto social y menos aten­

diendo los requerimientos de la educación. Por el 

contrario, estos episodios endurecieron la defini­

ción de prioridades de política a favor de las medi­

das de estabilización macroeconómicas , hasta ele­

var este objetivo a la ca tegoría de bien público, en 

tanto que los instrumentos de política fiscal, y es­

pecialmente la monetaria, se dispusieron en la con­

secución de la estabilización, como requisito <<nece­

sario y previo» al crecimiento económico. Estos cri­

terios predominantes en las esferas del gobierno 

colombiano hasta estos días se conoce como funda­

mentados en la ideología neoliberal, orientación que 

ha sido objeto de controversia, como se anotó en el 

acápite anterior. 

El nuevo siglo, igualmente ha iniciado con una po­

lítica económica signada por la fragilid ad, derivada 

de la restricción impuesta por el condicionamiento 

a la prioridad de estabilización mencionada, cuya 

manifestación en términos de política económica se 

traduce en flotación ele la tasa ele cambio y expan­

sión monetaria y fiscal. La flotación cambiaría ab­

sorbió los choques externos y la expansión maneta-
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ria y del gasto pretenden jalonar la demanda inter­

na, (French-Davis, 2005). En este ambiente , la recu­

peración económica no logra controlar la vulnerabi­

lidad de la economía y la recuperación ha sido len­

ta y con síntomas de insostenibilidad. 

La recuperación reciente de la economía no parece 

descansar en bases firmes, en tanto la demanda in­

terna se recupera gracias al activismo fiscal y al nuevo 

impulso del crédito originado en la considerable li­

quidez del mercado, mientras los hogares se apo­

yan en las remesas del exterior y en los flujos ilega­

les del capital, los cuales parecen experimentar una 

bonanza. No obstante, los fundamentos sólidos de 

la demanda interna no parecen marchar en la mis­

ma dirección, pues la evolución reciente de la in­

dustria con niveles inferiores al 4% y las bajas cali­

dades y precario incremento salarial, que para 2004 

y 2005 ha estado por debajo de la inflación no se 

puede esperar que la demanda de los hogares se 

mantenga en el largo plazo. 

Así las cosas, a mediados del la primera década del 

siglo XXI se le plantean almenas tres retos al equi­

po económico del gobierno (Flórez et al., 2005) : 1) 

estimular la inversión interna, 2) es tabilizar la ba­

lanza de pagos y el tipo de cambios y 3) garantizar 

la autonomía de la política económica. Pese a qu e 

existen distintas opciones para es timular la deman­

da interna el gobierno ha manifestado en repetidas 

ocasiones su preferencia por los es tímulos tributa­

rios , que a su vez parece el instrumento menos acon­

sejable habida cuenta de los problemas estructura­

les del déficit fis cal; la estabilidad cambiaría deter­

mina de manera simultánea el desempeño econó­

mico y la orientación de las políticas. La creciente 

internacionalización de la economía colombiana 

compromete su esfuerzo en controlar la volatilidad 

externa y sus posibles efectos sobre la economía 

interna. El tercer tema, y talvez el de mayor comple-
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jidad, es el manejo macroeconómico en contexto de 

la globalización; es decir, lograr la autonomía de la 

política económica, que implicaría la necesidad de 

disponer de los instrumentos y los grados de liber­

tad necesarios para el cumplimiento de sus funcio­

nes , en un proceso activo de coordinación de polí­

ticas, como es el cometido de nuestra investigación, 

especialmente en lo relacionado con un componen­

te de la política social, como lo es la educación. 

El análisis de lo que implicaría una intrincada lu­

cha por corregir los desequilibrios fiscales y en par­

ticular, el déficit fiscal de naturaleza estructural del 

gobierno nacional , en una perspectiva propositiva, 

sin sacrificar los obje tivos de la política educativa 

tendiente al desarrollo sostenible de la economía 

colombiana, contrario a lo que se observa en princi­

pio que ha venido ocurriendo, será del interés en 

los próximos desarrollos de este ensayo y de nue­

vas en tregas de este trabajo de investigación. 

EL COMPORTAMIENTO DEL GASTO 
SOCIAL 

En la compleja urdimbre de la definición de políti­

ca económica colombiana de los últimos años , es 

necesario adentrarnos para indagar por la forma 

como ha evolucionado el gasto social frente a otras 

opciones de gasto público y por los efectos que en 

los últimos quince años h a tenido el cam bio 

institucional iniciado en los años 90 sobre la defi­

nición del gasto social y sus resultados . 

El gasto público es el mejor lenguaje económico en 

que se expresa la preocupación o prioridad conque 

los gobiernos atienden las demandas de la sociedad 

y se disponen a proyectar el futuro de una nación, 

de ah í la importancia del m anejo fiscal y su s 

implicaciones en lo social. No obs tan te, y pese a la 

importancia que tiene al menos para Colombia el 



ejecutivo nacional , no es la única instancia que orien­

ta y es responsable de gasto , por consiguiente se 

trata de identificar también el rol que han cumplido 

los niveles nacional , departamental y municipal res­

pecto al gasto social. 

En consecuencia y para mayor orden expositivo, se 

procederá a analizar el gasto público total en rela­

ción con el gasto social, para finalmente identificar 

el comportamiento del gasto social desagregado por 

componente y entidad terri torial. 

El gasto público total pasó de representar el 27 ,4% 

del (Producto Interno Bruto) PIB en 1990 al 43 ,8% 

en 1999, para luego estabilizarse en un porcentaje 

inferior al 40% del PIB , lo que significa un incre­

mento notorio en la participación del sector públi­

co en la economía. Este crecimiento porcentual, se 

refleja, aunque menos acentuado, en el gasto social 

en que se pasa de 8,21% PIB en 1990 al13,18% en 

1999 y al13,36% en 2001. Es decir, mientras que el 

gasto total se incremento en cerca de 14 puntos por­

centuales del PIB, el gasto social solo lo hizo en 5 

puntos. Los grupos o finalidades de gasto que re­

sultaron más favorecidos en cuanto a incrementos 

de participación, el servicio de la deuda es el más 

destacado al pasar de 8,21% en 1990 al1 3,36% del 

PIB en 2001; similar comportamiento observó el gasto 

en defensa y seguridad. 

Si se desagrega el gasto público por nivel territorial, 

Como aparece en el Cuadro No 2, se encuentra que 

el nivel nacional representa el 56% del gasto, a pe­

sar del proceso de descentralización que ha experi­

mentado el país desde mediados de los 80s y afian­

zada en la Constitución de 1991. Con algunas osci­

laciones, el nivel nacional ha mantenido una ten-
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dencia incremental, al pasar de una participación 

en el PIB de 17.6% a 22.2% PIB en el periodo estu­

diado, mientras que el nivel departamental tan solo 

incrementa en 0.6% PIB su participación en el gas­

to total, evidenciando su debilitamiento como nivel 

de administración pública. El municipio es el nivel 

más dinámico de la administración pues ha ganado 

en la descentralización doblar su participación por­

centual en el gasto total al pasar de 2.6 al 5.5% del 

PIB para el periodo de análisis , superando amplia­

mente la participación de los departamentos , aun ­

que en términos absolutos es poco representativo. 

El gasto social ha variado en forma poco dependiente 

del comportamiento del PIB. Según Sarmiento y 

Delgado (2005), el 16% de las variaciones del gasto 

social se explican por variaciones del PIB, lo que 

significa que el 84% del gasto social obedecen a otras 

causas. Esto es entendible cuando se recuerda que 

institucionalmente se mantuvo la tendencia a pro­

teger el gasto social mediante rentas de destinación 

específica y en la Constitución de 1991 , en particu­

lar la Ley 60 de 1993, se ligó la transferencia a los 

niveles territoriales a los ingresos de la nación; tan 

solo a partir de la Ley 715 de 2001 , las transferen­

cias se ligan directamente al PIB. 

En términos absolutos, el gasto social creció duran­

te el periodo 1990-2001 , con excepción del año 2000, 

a causa de la recesión de 1999; es decir, el compor­

tamiento del gasto social ha sido procíclico. Entre 

1998 y 2001 el gasto total y el gasto social decrecen, 

pero el gasto social lo hace en forma más vertigino­

sa, dado que los recortes derivados de una mayor 

restricción fiscal afectaron con mayor rigor el gasto 

social. 
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TABLA 2. GASTO PÚBLICO POR NIVELES DE ADMINISTRACIÓN: 1990-2001 (DfoPIBJ. 

Año Nacional Departamental Municipal Otros* Total 
1990 17,5 4,0 2,6 3,2 27,4 
1991 17 ,6 3,9 2,8 3,2 27,5 
1992 19 ,9 4,1 3,0 3,4 30,4 
1993 16 ,7 4 ,5 3,4 3,5 28,1 
1994 16,2 4 ,2 3,3 3,8 27,5 
1995 17 ,0 4 ,3 3,3 5,3 29,8 
1996 19,7 5,1 4 ,3 7,7 37,0 

1997 20,0 4,9 4,9 6,0 35,8 
1998 24,8 5,4 4,8 5,4 40,3 
1999 24,1 6,2 6 ,1 7,3 43 ,8 
2000 18,4 5,8 6,8 6 ,3 37,4 
2001 22,2 4,6 5,5 6 ,8 39,2 

*Seguridad social + cajas de compensación. 

Fuente: Departamento Nacional de Planeación (Dl\fP) y Departamento Adminislralivo Nacional de Estadísticas (DAl'\!E). 

GASTO EN EDUCACIÓN 

El gasto en educación, en pesos constantes de 2001, 

fue de $9 ,3 billones en 1998 y de $6,4 billones en 

2001 , una disminución notable, tendencia que se 

mantiene hasta el 2004 en que registro una asigna­

ción de solo $6,2 billones. En general, el gasto en 

educación creció a partir de 1990, pero a un ritmo 

menor que el gasto total e incluso que el gasto social. 

El gasto total del sec tor educación mantuvo una ten­

dencia creciente entre 1990 y 2004, aunque con fuer­

tes altibajos, ocasionados, como lo hemos anotado, 

por las res tricciones fiscales que afectaron en ma-

yor medida a la educación que a otos componentes 

de gasto. Esto explica porqué en 1991 alcanzó una 

participación del 3,28% del PIB, mientras que en el 

2004, representa el 5,14% del PIB, como pude apre­

ciarse en el Gráfico 1. La caída en el dinamismo que 

se presenta a partir de 2003, se asocia con el resul­

tado de la reforma al sistema de transferencias terri­

toriales mediante e l Acto legislativo No 1 de 2001 y 

la Ley 715 del mismo aüo. Estas disposiciones agru­

paron en una sola bolsa las transferencias por si­

tuado fi scal y participaciones municipales , a la vez 

que desvincularon transitoriamente el monto de las 

transferencias de los ingresos corrien tes de la na­

ción, (lregui et al. , 2006). 

GRÁFICO 1. GASTO PÚBLICO EN EDUCACIÓN COMO PORCENTAJE DEL PIB. 

6 

- - ---- ·------

1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 

Fuente: Henao Sil va 2004. 
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TABLA 3. AsiSTENCIA OFICIAL V GASTO PÚBLICO EN EDUCACIÓN POR NIVEL 1993-2000. 

ANO ASISTENCIA OFICIAL GASTO PESOS DE $ 2001 
Primaria Secundaria Primaria Secundaria 

1993 3.820.179 1.985.653 531.118 745.710 
1996 3.992.089 2.600.872 907.912 977.599 
1997 4.106.859 2.664.871 653.668 1.157.791 
1998 4.091.158 2.785.640 717.738 782.602 
1999 4.102 .756 2.809.652 763 .372 683 .356 
2000 4.121.519 2.734.088 690.204 641.842 

Fuente: Cálculos PNDH-DNP con base registro F-400 Cuentas Nacionales DAl'!E; asistencia: cálculos PNDH-DNP con base GCV-DNP. Modificado por el autor. 

Como se deriva de la Tabla 3, la relación entre gasto 

en educación y asistencia en los niveles de prima­

ria y secundaria, muestran una baja elasticidad. El 

incremento notable en cerca del 40% del gasto en 

primaria entre 1993 tuvo una respuesta incremental 

de lan solo 170.000 asistentes. No obstante la dismi­

nución del gasto en secundaria a partir de 1997, se 

vio reflejado en un freno y posterior decrecimiento en 

la asistencia en este nivel educativo. Lo preocupante 

aquí, es en todo caso, la tendencia al rezago en la 

asistencia escolar como resultado de una baja en el 

esfuerzo en la orientación del gasto gubernamental. 

Cuando se observa el gasto en Aducación por fuen­

tes de financiación es claro que la nación aporta, en 

promedio el 85,6%, mientras que los departamen­

tos y municipios aportaron en promedio el 14,4% 

del gasto. Esta distinción es importante, no solo para 

visualizar las potencialidades de financiación por 

nivel territorial, sino por el tipo de aplicación o 

destino del gasto, toda vez que los recursos aporta­

dos por el gobierno nacional están orientados en 

un alto porcentaje al funcionamiento, como puede 

verse en la Tabla 3, donde se encuentra que de los 

aportes del gobierno nacional para al educación 

entre 1993 y 2001, el 79,2% se aplicó a funciona­

miento y 20,8% estuvo destinado a inversión, ten­

dencia que se acentúa entre 2002 y 2004, con el 

96,1% en funcionamiento y solo 3,9% para inver­

sión. 

TABLA 4. DISTRIBUCIÓN DEL GASTO NACIONAL EN EDUCACIÓN ( 0/o) 

Año Funcionamiento Inversión Total 
1993 88,7 11,3 100,0 
1994 82,1 17,9 100,0 
1995 77 ,7 22 ,3 100,0 
1996 72,1 27 ,9 100,0 
1997 70,9 29,1 100,0 
1998 70,4 29,6 100,0 

1999 82,4 17,6 100,0 
2000 83,7 16,3 100,0 
2001 84,9 15,1 100,0 

Promedio1993-01 79,2 20,8 100,0 
2002 95,7 4,3 100,0 
2003 95,7 4 ,3 100,0 
2004 97,0 3,0 100,0 

Promedio02-04 96,1 3,9 100,0 

Fuente: Henao y Silva 2004, lregui etol., 2006. 

Tendencias de política económica y política educativo en los planes de desarrollo 1990-2004 1 41 



Revista Equidad y Desarrollo N" 61 julio - diciembre 2006 

Estos cambios en la asignación de recursos, si no se 

establecen controles adecuados , pueden generar 

mayores problemas de heterogeneidad en la calidad 

de la educación entre departamentos, municipios y 

demás entidades territoriales, dado que las dotacio­

nes educativas, construcciones, adecuaciones, man­

tenimiento, etc. de plantas físicas y financiación de 

inversión requerida para que los establecimientos 

educativos puedan adaptarse al progreso técnico, 

será menos factible en los niveles territoriales en 

que los recursos y la iniciativas para proveer estas 

inversiones son mas escasos, que por lo general son 

justamente los más rezagados en dotaciones inicia­

les de recursos que hagan posible la calidad educa­

tiva. 

En términos de gasto educativo por estudiante, que 

es el indicador más utilizado para evaluar la políti­

ca estatal en educación, y que se calcula con base 

en el gasto público total en educación contra el nú­

mero de estudiantes matriculados en el sistema ofi­

cial, se observa que para Colombia durante los pri­

meros años de la década de los 90, se presentó un 

incremento significativo (en pesos constantes de 

2004), al pasar de $773.213 por estudiante al año, 

en 1993 a $1.056.597 en 1996. Para el periodo 1997-

2004, el gasto por estudiante se mantuvo estable y 

en un nivel un poco inferior, cercano a los $960 .000, 

en promedio por estudiante, (Iregui, et al., 2006), 

en contraste con la tendencia al incremento de los 

recursos totales destinados a la educación, como se 

muestra en el Gráfico 1 y en la Tabla 2. Esto, en el 

mejor de los casos hace suponer que el esfuerzo 

financiero se ha orientado recientemente a ampliar 

la cobertura educativa. 

Aunque en términos generales la inversión por es­

tudiante es un indicador interesante, para el caso 

colombiano suscita controversias y muchas dudas 

cuando se analizan los casos departamentales. Para 

el aüo 2000, según los datos suministrados por «Bo-
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rradores de Economía 381» del Banco de la H.epú­

blica, los departamentos de Bolívar, Córdoba, Sucre, 

Magdalena, Anlioquia y La Guajira fueron los que 

menos gastaron por estudiante , con asignaciones 

anuales inferiores a $600.000. Putumayo, Amazo ­

nas, Guaviare, San Andrés y Boyacá , así como el 

Distrito Capital, a lcanzaron gastos por estudiante 

superiores a $1.000 .000 , mientras que Guainía y 

Vaupés, mostraron las asignaciones más altas por 

estudiante para el mismo aüo con $2.251.235 y 

$1.713.335, respectivamente. 

Esas notables diferencias de costo por estudiante 

entre los distintos departamentos tienen que ver con 

la dispersión de Jos alumnos y la relación estudian­

Le-docent e, como parece ser el caso de los departa­

mentos de menor densidad poblacional como 

Guainía y Vaupés. Pero, ese indicador también po­

dría implicar escalafón del docente, instalaciones y 

equipos ed ucativos , dotaciones de bibliotecas, sa­

lones de informática, laboratorios , ele. que se rela­

cionan directamente con la calidad de la educación. 

TENDENCIA DEL COMPONENTE 
EDUCATIVO EN LOS PLANES DE 

DESARROLLO 

Para el periodo 1990- 2004, lo que sería de esperar 

en materia social y, particularmente en educación, 

es que los distintos planes de desarrollo acogieran 

y transformaran en realidad los mandatos de la nueva 

Constitución Política aprobada en 1991, en cuanto 

aborda la educación como un elemento esencial de 

la dignidad humana y como una actividad inheren­

te a la finalidad soCial del Estado. Por el contrario, 

los planes de desarrollo parecen halJer estado más 

interesado en aplicar las políticas ed ucativas inter­

nacionales y atender exigencias de los organismos 

financieros , como se notará mas adelante, que en 

satisfacer lo plasmado por los constituyentes de 1991 

en la carla fundamental. 



En general, los cuatro planes sectoriales de educa­

ción, correspondientes a los cuatro gobiernos de este 

periodo de estudio, mantienen en términos genera­

les la misma orientación ideológica y las mismas 

finalidades del modelo educativo vigente en este 

periodo a nivel internacional , calificado como 

neoliberal (Rodríguez, 2002), cuyas características 

dominantes aluden a la reducción del tamaño del 

Estado y de sus tareas sociales, la desregulación del 

mercado y la apertura de las economías nacionales. 

En consecuencia, las políticas educativas deberían 

mantener coherencia con estos principios, como 

podrá apreciarse a continuación: 

La Revolución Pacífica y el Plan de Apertura Edu­

cativa: el Plan de Desarrollo del presidente Gaviria, 

denominado la Revolución Pacífica 1990-1994, adop­

tó el plan de apertura educativa, cuyo enunciado 

muestra en forma expresa la decisión del gobierno 

de adecuar el sistema educativo a los propósitos de 

la apertura, «el programa de apertura económica re­

quiere del fortalecimiento de la infraestructura so­

cial. En esta perspectiva, la educación juega un pa­

pel primordial: mayor nivel educativo de la pobla­

ción trabajadora o acumulación de capital humano 

representa familias de menor tamaño y niños más 

saludables y mejor nutridos; y en general, más edu­

cación, representa mayor movilidad social. Además 

de las virtudes económicas vinculadas con la trans­

misión de conocimientos básicos , el proceso edu­

cativo debe crear espíritus críticos, libres , creativos 

y solidarios; comprometidos con la búsqueda de la 

paz y de la tolerancia y con la participación con­

siente en los procesos educativos», (DNP, 1991; 

Rodríguez, 2002). 

Los tres grandes ejes de la política educativa deri­

vados del Plan de Apertura Educativa (PAE) fue­

ron: 1) ampliar cobertura, 2) descentralización y 

modernización, 3) establecer nuevos mecanismos de 

financiación. Los desarrollos de la política educati-
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va en estos tres frentes tu vieron las siguientes 

implicaciones: 

En cuanto a cobertura, el objetivo más ambicioso 

era lograr que el 100% de la población urbana en el 

año 2000 estuviera cubierta en primaria y secunda­

ria ; para lo cual se fijó como meta de su gobierno 

que la cobertura de secundaria pasaría del 46% en 

1991 al 70% en 1995 y de 100% en el 2000. En 

cuanto a la primaria, se pretendía una cobertura del 

100% de la población urbana y rural. A la postre ni 

los objetivos ni las metas de cobertura se cumplie­

ron. 

En términos de calidad, se establecieron como obje­

tivos implementar el grado cero en todas las escue­

las públicas como preparación de los niños en su 

ingreso a la primaria; preparar a los profesores de 

las zonas rurales en la metodología de escuela nue­

va y a los docentes de la zonas urbanas en renova­

ción curricular; dotar a los establecimientos educa­

tivos con laboratorios, apoyos pedagógicos y admi­

nistrativos. En este propósito contribuiría la fusión 

de la educación primaria y secundaria en un solo 

plantel , según las condiciones municipales y zonas 

geográficas. El objetivos más ambicioso en el tema 

de calidad lo constituyó la intención de afianzar al 

investigación, ligándola con los distintos programas 

y niveles de la educación; para lo cual se preveía 

establecer un programa de investigación y desarro­

llo , que permitiera consolidar las comunidades cien­

tíficas nacionales, articular los estudiantes y profe­

sores de pregrado a la investigación, a la vez que se 

impulsarían los programas de maestría y doctora­

dos. 

La descentralización educativa, puso su énfasis en 

la necesidad de especializar al Ministerio de Educa­

ción en las funciones de planeación, diseño de po­

líticas, evaluación y seguimiento a los programas 

de nivel nacional, apartándolo de las tareas admi-
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nistrativas y de gestión que le eran tradicionales. A 

su vez, se trataba de entregar a los departamentos y 

municipios la administración educativa primaria y 

secundaria. Para hacer más participativa la gestión 

de la educación en los municipios se impulsaron 

las juntas educativas locales y territoriales y se tras­

ladó a la instancia municipal el manejo y contrata­

ción de los docentes del programa «solución educa­

tiva» o de vinculación provisional. También se re­

formó la norrnatividad administrativa y de personal 

docente para facilitar la descentralización. 

Los cambios en los mecanismos de financiación de 

la educación, fue tal vez el cambio que mayor inci­

dencia tuvo en las transformaciones que sufrió la 

educación a partir de los 90 , especialmente en la 

vinculación del sistema educativo nacional a las 

corrientes de liberalización, apertura y privatización, 

de que se ha venido haciendo referencia. Con el 

objetivo de hacer más equitativo y eficiente el siste­

ma de financiación pública de la educación se im­

pulsaron una serie de políticas, dentro de las cua­

les se destacan el de la focalización o diseño de 

mecanismos de financiación pública que asegure el 

subsidio directo a las personas de más escasos re­

cursos económicos; también se busco establecer 

mecanismos para hacer más eficiente la utilización 

de los recursos públicos transferidos por el gobier­

no central a las entidades territoriales, estimulando 

el esfuerzo local para incrementar los servicios edu­

cativos, en este sentido la Ley 60 de 1993, fue uno 

de los instrumentos más notables. En general, el 

propósito de reorientar el gasto en educación hacia 

los grupos más pobres implicaba un mayor esfuer­

zo estatal en la financiación de la educación prima­

ria y secundaria, en tanto que las familias deberían 

asumir un mayor peso de la financiación de la edu­

cación universitaria (Montenegro y Rivas , 2005). 

No obstante, estas formulaciones del PAE, en la 

practica fue poco el avance en cuanto a logro de 

objetivos, en buena medida debido a las discrepan-
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cias suscitadas, en primer lugar con los principios 

consagrados en la Constitución Nacional que con­

sagraba un Estado Social de Derecho y la gratuidad 

en servicios corno la educación , hasta los niveles 

básicos de la secundaria , derechos que fueron re­

clamados por las corrientes políticas y de opinión 

de centro izquierda; y en segundo término, pero tal 

vez el contradictor más decidido, como fue la Fede­

ración Colombiana de Educadores (FECODE), gre­

mio que manifestó su rec hazo a las políticas 

neoliberales mediante movilizaciones (Rodríguez, 

2002) y divulgación de tesis opuestas a los planes 

que pretendía impulsar la educación con mecanis­

mos de mercado , tesis gremiales que se plasmaron 

posteriormente en la Ley General de Educación. 

Salto Social y Salto Educativo: el Plan de Desarro­

llo del presidente Samper (1994- 1998), se denomi­

nó el Salto Social, que a su vez acogió el Salto Edu­

cativo como el plan sectorial de educación, en que 

se declara la educación como el eje fundamental para 

el desarrollo económico , político y social, « ... por 

medio de la educación se apropia , crea y difunde el 

progreso científico y tecriológico y se construye y 

transmite una ética de convivencia y equidad que 

es sustento del desarrollo integral de una nación» 

(DNP, Salto Social, 1995). 

En cuanto a objetivos, el Salto Educativo, propuso 

elevar la escolaridad de los colombianos hasta el 

nivel de noveno grado. Complementario con este 

objetivo, se pretendía, mejorar la equidad del siste­

ma educativo, facilitando el acceso y permanencia 

ele estudiantes de escasos recursos económicos a la 

educación básica y facilitando el ingreso a la educa­

ción superior de estudiantes meritorios, de escasos 

recursos económicos y prioritariamente de la pro­

vincia . 

Como una estrategia general, para mejorar la cali ­

dad de la educación básica, se buscó ampliar la jor­

nada escolar de 3,5 a 6 horas diarias, dotar con tex-



tos escolares a todas los es tablecimientos oficiales, 

incrementar en 2.100 el número de bibliotecas, do­

tados con tex tos y materiales de apoyo educativo; 

así mismo, incrementar progresivamente el salario 

de los docentes. 

Todo lo anterior debería estar en consonancia con 

el propósito general, político y económico, de mo­

vilizar la opinión nacional en torna a la importancia 

de una educación de calidad para consolidar el de­

sarrollo del país. 

En términos de continuidad con el plan anterior, 

«El Salto Educativo» conserva algunas políticas di­

señadas en el Plan de Apertura Educativa, especial­

mente en relación con la financiación de la educa­

ción con criterios de eficiencia, con mejoras en lo 

administrativo para asignar recursos siguiendo el 

diseño de instrumentos que prioricen la eficiencia 

y calidad. Esta influencia también subsiste en la 

asignación, particularmente en las transferencias de 

recursos a los niveles territoriales; prácticas que 

fueron criticadas y tildadas de neoliberales por el 

gremio de maestros, quienes vieron en esa orienta­

ción de políticas, el reduccionismo de calidad y efi­

ciencia a lo financiero , con menosprecio de los va­

lores culturales, históricos y en general de una edu­

cación orientada con criterios de desarrollo integral 

de la persona y fortalecimiento de la identidad. 

Plan Decenal de Educación: el Plan Decenal de 

Educación, más que la construcción y orientación 

de un gobierno fue el resultado del interés y pre­

sión de la sociedad civil , que representado median­

te Organizaciones No Gubernamentales (ONG), sin­

dicatos, miembros de la academia y organizaciones 

políticas, impulsaron lo que fue el Plan Decenal de 

Educación 1996- 2005, en desarrollo del artículo 72 

de la Ley General de Educación, en que se estable­

ce: «El Ministerio de Educación Nacional, en coor-
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dinación con las entidades territoriales, preparará 

por lo menos cada diez años el Plan de Desarrollo 

Educativo, que incluirá, las acciones correspondien­

tes para dar cumplimiento a los mandatos constitu­

cionales y legales sobre prestación del servicio edu­

cativo. Este Plan tendrá carácter indicativo, será 

evaluado, revisado permanentemente y considera­

do en los planes nacionales y territoriales de desa­

rrollo». El Plan fue adoptado por el gobierno de 

presidente Ernesto Samper, el23 de Febrero de 1996, 

luego de un intenso debate nacional, con amplia 

participación gremial y ciudadana; incluyendo cin­

co grandes propósitos, diez objetivos, ocho estrate­

gias y treinta y tres programas. 

Para los propósitos del presente trabajo , y dado que 

mas adelante se deberá volver sobre el tema, basta 

por ahora decir que el plan buscaba que la educa­

ción fuera reconocida como eje del desarrollo hu­

mano, social, político, económico y cultural de la 

nación. En segundo lugar, convertir la educación 

en un propósito nacional y un asunto de todos , 

con lo cual se busca co locar la educación en un 

lugar de primer orden en la agencia nacional, con­

vertir la política educativa en política de Estado y 

comprometer a lada la sociedad en la solución de 

los problemas educativos. 

Dentro de los objetivos, podemos destacar el énfa­

sis sobre la necesidad de lograr una movilización 

nacional por la educación, formar c iudadanos que 

utilicen el conocimiento científico y tecnológico para 

contribuir desde su campo de acción, cualquiera 

que sea, al desarrollo sos tenible del país y a la pre­

servación del medio ambiente. Estos, entre otros 

importantes objetivos orientados a lograr equidad, 

preservan la identidad nacional, inclusión social y 

participación político democrática de los ciudada­

nos, constituían la base de orientación de las estra­

tegias del Plan Decena!. 
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Con el cambio de gobierno, al inicio de la adminis­

tración de Pastrana Arango y dada la considerada 

«falla garrafal del plan» de no conseguir oportuna­

mente los acuerdos y compromisos por la educa­

ción, previstos en el capitulo quinto, el Plan Decena! 

qu e h abía quedado prácticamente en manos del 

Ministerio de Educación, fue severamente limitado 

y en la práctica desmantelado para dar paso a las 

directrices del «Plan Educativo para la Paz» , de la 

nueva administración, qu e retomaría las políticas 

inspiradas por el Banco Mundial y el Banco Intera­

mericano de Desarrollo (BID) que había sido critica­

do a mediad os de la década de los 90 . 

Cambio para construir la paz (1998-2002} y Plan 

educativo para la paz: el gobiern o del pres iente 

Pastrana adoptó el Plan de Desarrollo Cambio para 

Construir la Paz y en correspondencia, el Plan Edu­

ca tivo para la Paz. Cabe recordar que por vicios de 

procedimiento fue declarado inexequible, razón por 

la cual, también debió expedirse un nuevo plan de 

desarrollo educa tivo , es ta vez con la denominación 

de «Plan Estratégico de Educación 2000-2002», aun­

que con los mismos criterios de contrarreforma edu­

cativa, del anterior, dado que buscaba una vuelta 

atrás en relación con el proceso que se venia desa­

rrollando a partir de la Constitución Política de 1991 

(Garay, 2005). 

El Plan Estratégico de Educación, contemplaba cin­

co políticas claramente alinderadas con la ideología 

neo liberal de la época (Rodríguez, 2002). Estas po­

líticas que se constituyeron en el eje de las activida­

des de dicho gobierno en materia educativa son: 1) 

la consolid ación de la descentralización, que pre­

tendía convertir la institución escolar en una orga­

nización autónoma con capacidad para decidir so­

bre sus recursos , en esta dirección se dio una serie 

de desarrollos normativos y legales, en torno a trans­

ferencias y búsqueda de eficiencia en torno a la le­

yes 60 del 93 y 715 de 2001, entre otras disposicio-
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nes, 2) la equidad , en una doble dimensión: en lo 

financiero , se pretendía establecer un sistema de fi­

nanciación por resu llados; mieutras que en c uanto 

a cobertura, se pretendía ampliar el acceso y la per­

manencia incrementando la eficiencia del sistema, 

3) en correspondencia con las políticas anteriores , 

la eficien cia, buscaría mantener una relación es tu­

diante-docente óptima, para lo cual, la asignación 

de recursos premiaría a los municipios con mayo­

res resultados en co bertura, 4) m ejoramien to y 

exigibilidad de calid ad, para lo cual se deberían es­

tablecer mecanismos que facilitaran a la población 

pedir resultados a los establecimientos educativos, 

a la vez que se afinarían mecanismos de evaluación 

de la calidad ed ucativa y 5) se contemplaba como 

política global, la movilización por la educación, para 

lo cual el programa caminante, sería el principal 

instrumento de motivación ciudadana a favor de la 

edu cación . 

Hacia un Estado Comunitario y la Revolución Edu­

cativa 2002- 2006: el ac tual gobierno de Álvaro Uribe 

Vélez, adoptó el plan de desarrollo «Hacia un Esta­

do Comunitario», denominándose «Revolu ción Edu­

cativa» al componente de es te sector den tro del Plan. 

Allí se seúala que «la educación es un factor esen­

cial del desarrollo humano, social y económico y 

un instrumento fundamental para la construcción 

de equidad social» (DNP, 2002). 

Cobertura y calidad de la educación son los dos 

grandes propósitos del nuevo gobierno, a la vez que 

se manifiesta la intención de dar continuidad a las 

políticas de ra cionalización y compromiso con la 

eficiencia en el uso de los recursos del sector ed u­

cativo. «La Ley 715 de 2001 constituye una herra­

mienta fundamental para la solución de los proble­

mas de ineficiencia en el sector educativo» (DNP). 

En el direccionamiento implícito en la 715 , podría 

superar los vicios de distribución de recursos pre­

valeciente el sistema de financiación que premiaba 



a las entidades territoriales con mayores plantas de 

personal , sin generar incentivos para el uso y dis­

tribución eficiente de recursos. 

La Revolución Educativa estructuró tres programas, 

a saber: 

1- Ampliación de la cobertura en educación pre­

escolar, básica, media y superior. Con el cual 

se pretendía elevar la cobertura de 82% al 92%, 

creación de 800.000 nuevos cupos educativos 

para preescolar, básica y media, mediante la re­

organización, ampliación y mejoramiento de la 

infraestructura de establecimientos educativos: 

creación de 640.000 cupos educativos con la 

utilización de recursos provenientes del ahorro 

fis cal resultante de la supresión de las 

contralorías y personerías territoriales . 

2- Mejoramiento de la calidad de la educación 

preescolar, básica, media y superior. Apoyo a 

las entidades territoriales y a las instituciones 

educativas en sus procesos de mejoramiento 

institucional y de gestión para asegurar que los 

estudiantes desarrollen competencias básicas, 

profesionales, laborales y ciudadanas. En este 

frente, se implementarían varios mecanismos 

dentro de los cuales se mencionaron en primer 

lugar, por su importancia dado en el plan a la 

«definición de estándares de calidad para todos 

los niveles de la educación», con lo cual se lo­

graría homogenizar los contenidos y evaluar el 

progreso en los logros de calidad. El segundo 

m ecanismo permitiría mejorar la capacidad 

gerencial de los directivos docentes y sus habili­

dades para poner en marcha esquemas adminis­

trativos adecuados y eficientes capaces de des­

empeñar mejor sus funciones e impulsar el con­

tinuo desarrollo de gestión escolar. 
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No obstante, la ejecución de la política educativa 

del actual gobierno, no parece haber sido lan exitosa 

en el logro de sus propósitos dedo que hoy para «el 

caso colombiano , el problema no es la cobertura, 

que para al educación primaria está en niveles sa­

tisfactorios. En cambio, la permanen cia y calidad 

en la educación pública y al calidad en un porcen­

taje muy importante en la educación privada, cons­

tituyen el problema mas grave y causa de inequidad 

tanto educativa como so cial» (Cajiao , 2005; 

Montenegro y Rivas , 2005). 

Es en este gobierno, en el que jus tamente , la in­

fluencia de los organismos internac ionales han te­

nido mayor trascendencia en la defini ción de prio­

ridades de política, como se evidencia en el Acuer­

do stand by de Colombia con el Fondo Monetario 

Internacional, suscrito por la administración del 

presidente Uribe en abril de 2005, en que el gobier­

no nacional hace explícito el compromiso con el 

programa de estabilidad macroeconómica hasta el 

2010. El mencionado acuerdo seüala en el punto 2 

de la introducción que «las reformas económicas -

centradas en la disciplina fis cal- fueron componente 

esencial de esta estrategia. El Congreso aprobó va­

rias iniciativas del gobierno para fortalecer la 

sostenibilidad de mediano plazo de la posición fis­

cal. . . al mismo tiempo el gobierno central continuó 

ejerciendo un fuerte control sobre el gasto ... » En el 

punto 4 agrega: «el programa adoptado por el go­

bierno desde agosto de 2002 para modernizar la 

administración pública ha contribuido a limitar el 

gasto público. Se han cerrado 33 entidades públi­

cas, se han reestructurado muchas otras, y se han 

eliminado aproximadamente 27.000 cargos. Otros 

pasos importantes incluyen la modificación del ré­

gimen laboral del Instituto de los Seguros Sociales 

(ISS), la reestructuración de la compañía estatal de 

telecomunicaciones , de clínicas , de hospitales pú-
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blicos .... » En el punto 6 se lee: «el sistema financie­

ro se ha fortalecido. Como reflejo del crecimiento 

económico, de un esquema de capitalización exito­

so y de mejoras en la supervisión, se han recupera­

do la solvencia y la rentabilidad del sistema banca­

rio». En el punto siete, finalmente pero no menos 

importante se manifiesta que, «la política de seguri­

dad democrática del gobierno ha sido parte integral 

de esta estrategia ... lo anterior ha ayudado a fortale­

cer la confianza, lo cual a su vez incentiva la inver­

sión y el crecimiento económico» . 

CoNCLUSIONES 

Los logros educativos y avance en el desarrollo hu­

mano no depende exclusivamente de aplicar mas 

recursos económicos al área de la educación, el tema 

es bien complejo y requiere ahondar en la compren­

sión de los fundamentos que inciden en la calidad, 

la pertinencia y oportunidad de los programas edu­

cativos, así como su relación e integración con ele­

mentos culturales y articulaciones con las propias 

realidades económicas . 

La Constitución de 1991 , constituye un marco fuer­

te y muy favorable para buscar la coordinación de 
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